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ASUNTO
Resuelve la Sala lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela que promueve la Defensora Familia Natalia Rojas Escobar en representación del menor MATÍAS GARZÓN ORTIZ, contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, para que sean amparados sus derechos fundamentales. 
ANTECEDENTES

Manifiesta la accionante que el menor Matías nació el 31 de agosto del año que avanza en el Hospital San Jorge de Pereira, y es hijo de la señora Erika Yuliana Garzón Ortiz, quien es consumidora de estupefacientes y dejó abandonado al menor en el Hospital un par de días después de su nacimiento; razón por la cual fue puesto bajo medida de protección del ICBF para el restablecimiento de sus derechos, siendo ubicado en hogar sustituto. 

Afirma la libelista que de acuerdo a las funciones que le son conferidas según lo establecido en el artículo 82 del Código de la Infancia y Adolescencia, el 8 de septiembre de 2015 solicitó la inscripción del nacimiento del menor ante la Notaría Primera del Circulo de Pereira, aportando para tal fin el certificado de nacido vivo; sin embargo, dice, no fue posible realizar tal trámite toda vez que en la notaría le informaron que el número de identificación de la madre del menor aportado en el certificado no correspondía, toda vez que ella ya tiene 25 años y un número de cédula asignado y el que aparecía en el documento del menor era el de la tarjeta de identidad, por tanto debían solicitar a la Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira la certificación de su documento de identidad.
Así las cosas, dice que en dos ocasiones el primero de octubre y el 4 de noviembre del año que avanza, le ha solicitado a la Registraduría la mencionada certificación, sin que hasta la fecha se le haya dado respuesta alguna.

Por otra parte, indica que como última opción se agotó la valoración del niño por parte del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, para establecer su edad clínica para poder proceder a su inscripción en el registro civil, pero ello tampoco fue aceptado por parte de la Notaría Quinta del Círculo de Pereira. 

En ese orden de ideas, considera que al menor Matías se le están vulnerando distintos derechos, entre ellos el de la salud, toda vez que no ha sido posible afiliarlo al sistema de salud por falta de ese documento; por tanto solicita se le ordene a la entidad accionada expedir la certificación relacionada con el documento de identidad de la madre del menor, para proceder con ello a su registro en una notaría de la ciudad, o para que esa misma entidad haga la inscripción del menor en el registro civil. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción fue entregada en este Despacho el 14 de los corrientes mes y año, avocándose su conocimiento el mismo día, fecha en la cual se ordenó la notificación a la parte accionada y la Vinculación de la Delegada de la Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda. 
RESPUESTA DEL ACCIONADO
Delegada Departamental de la Registraduría Nacional del Estado Civil Para Risaralda: Allegó respuesta en la cual informa que no es cierto que a la accionante no se le haya dado respuesta a sus derechos de petición, toda vez que el 4 de noviembre del año avante se le remitió el oficio radicado 0910 REP SG 2534 respondiendo a su petición y adjuntando la certificación por ella pedida. Por otra parte hace saber que la asignación del cupo numérico de cedulación de la señora Erika Yuliana Garzón Ortiz, se realizó en cumplimiento a la circular 144 de septiembre de 2011, atendiendo a una solicitud que le hiciera la Fiscalía General de la Nación o la Policía Nacional, sin embargo el trámite de cedulación de ella no se ha realizado de manera completa, por cuanto esa ciudadana jamás se ha acercado a las oficinas de la Registraduría para completar dicho trámite. De acuerdo a lo manifestado, considera que existe un hecho superado en el presente asunto.  
Registraduría Nacional del Estado Civil: Después de hacer un pequeño recuento de las normas que rigen a la entidad, indica que de acuerdo a ello los encargados de los temas de identificación son la Registradora Delegada para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación, en atención a ello se le dio traslado de la petición de la accionante a esa Dirección, quién mediante comunicación interna AT-4320-2015 del 4 de diciembre de 2015, remitió respuesta a la señora Rojas Escobar a la dirección por ella aportada con la tutela.  
Notaría Quinta del Circulo de Pereira: Informa que no realizó la inscripción del menor Matías Garzón Ortiz en el registro civil de nacimiento con base en el dictamen de Medicina Legal, porque ese es el trámite que se sigue con los expósitos o hijos de padres desconocidos, lo que no es el caso del menor accionante, cuya madre se sabe quién es. 

Por otra parte, indica que teniendo en cuenta los anexos a la tutela, la señora Defensora de Familia, puede acercarse a las instalaciones de la notaría con el menor presentar el certificado de nacido vivo, para realizar el trámite con ese documento, el cual es suficiente para ello. 
CONSIDERACIONES
1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La proposición de la acción, tiene por objeto el amparo de los derechos fundamentales del menor Matías Garzón Ortiz, los cuales son presuntamente vulnerados por parte de la accionada, por la no entrega de un certificado necesario para poder lograr su efectiva inscripción en el registro civil de nacimiento. 
3. Solución: 
Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
Son los jueces quienes se encuentran en la tarea de proteger la aplicación de los derechos fundamentales de los administrados brindando a todos la posibilidad de acudir, sin mayores formalismos, a la protección directa e inmediata de estos cuando estima han sido violentados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, buscando así el cumplimiento de uno de los fines del Estado como es la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes.

Interpretando esta Colegiatura la manifestación de la accionante, se advierte la intención de que se le dé respuesta a la petición que presentara para que le fuera entregada una certificación sobre el documento de identificación de la madre biológica del menor protegido, a fin de poder registrarlo legalmente.
En el encuadernado se observa que la entidad accionada como anexo a su respuesta adjuntó copia de las respuestas dadas a la señora Rojas Escobar tanto por parte de la Registraduría ante la cual impetró su escrito como por parte del Grupo Jurídico de la Dirección Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil, dejando entrever que la entidad accionada cumplió con su obligación legal con la accionante
, remitiendo el mismo a la sede del ICBF Regional Risaralda. 
De esa manera, se puede establecer que la entidad encartada ya dio respuesta de fondo a lo solicitado por la Defensora de Familia Rojas Escobar desde antes de la interposición por su parte de la acción de tutela, lo que desencadena que en la actualidad la pretensión principal de la accionante se encuentra satisfecha, razón esta para determinar que no existe la necesidad de entrar a analizar si existe o no una conculcación de derechos en tal sentido.

En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
Así lo ha consignado:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 
En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 
“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al apronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de la entidad Estatal accionada, lo cual indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado. 
Adicionalmente se instará a la Defensora de Familia libelista, que si aún no lo ha hecho, y con base en la respuesta dada por la Notaria Quinta Encargada del Circulo de Pereira, proceda a acercarse a esa oficina para que allí realicen la efectiva inscripción de él en el Registro Civil, teniendo como único documento necesario, el certificado de nacido vivo.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente tutela interpuesta por la Defensora de Familia NATALIA ROJAS ESCOBAR, quien actúa en nombre y representación de menor MATÍAS GARZÓN ORTIZ en contra de la REGISTADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.
SEGUNDO: INSTAR a la Dra. Rojas Escobar para que, si aún no lo ha hecho, y con base en la respuesta dada por la Notaria Quinta Encargada del Circulo de Pereira, proceda a acercarse a esa oficina para que allí realicen la efectiva inscripción del menor Matías en el Registro Civil, teniendo como único documento necesario, el certificado de nacido vivo.
TERCERO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Ver folios 30 a 41 del cuaderno de tutela. 


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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